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RESUMEN. 

 

La reparación integral de victimas aborda la restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. Este conjunto 

armonioso de derechos de los cuales son acreedores las víctimas tienen su 

fundamento internacional a partir de las obligaciones adquiridas por los 

Estados, consagradas en los diversos instrumentos internacionales de 

protección, como lo son la obligación de respeto y garantía. Con base en estas, 

se tiende a la reparación de los daños que ha sufrido una persona, 

proporcionándole todas las garantías de índole procesal y restaurativa, en aras 

de desarrollar los pilares de la justicia: verdad y reparación. 

 

PALABRAS CLAVES. 

 

Reparación integral, indemnización, restitución, rehabilitación, satisfacción, 

garantías de no repetición, derechos humanos. 

 

ABSTRACT. 

 

Discuss comprehensive reparation of victims necessarily involves addressing 

issues of restitution, compensation, rehabilitation, satisfaction and guarantees 

of non-repetition. All this harmonious picture of which creditors are victims of 

violations of human rights have their foundation from international obligations 

assumed by States, enshrined in various international instruments of protection, 

such as the obligation to respect and warranty. Based on these international 

obligations of States, must always strive to ensure restitution of damages to a 

person, providing all the guarantees of procedural and restorative nature, in 

order to develop the pillars of justice: truth and reparation.  

 

KEYWORDS.  

 

Full compensation, compensation, restitution, rehabilitation, satisfaction and 

guarantees of non-repetition, human rights. 
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 INTRODUCCION. 

 

El siguiente trabajo tiene como objetivo analizar el entorno de la 

reparación integral de las víctimas de la violencia en Colombia a la luz de la 

Justicia Transicional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

para lo cual se analizarán instrumentos nacionales e internacionales de 

protección, con el fin de concebir sucintamente los esquemas de reparación y 

realizar una aproximación a las nociones de este ámbito.  

 

Inicialmente se analizarán conceptos sobre el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos, abordando los diferentes esquemas de reparación 

existentes en los diversos sistemas regionales de protección, con énfasis en el 

Sistema Interamericano.  

 

Posteriormente se estudiará el tema del derecho a la reparación integral, 

toda vez que es el pilar fundamental de la ecuanimidad, y es la garantía que 

debe ser acatada en todos los procesos judiciales que el Estado desarrolle, 

máxime cuando lo que se pretende buscar con la aplicación de la justicia es 

que no se vuelvan a repetir los hechos violatorios de Derechos Humanos, 

lograr la paz y los fines propios de un Estado Social de Derecho.  

 

Ulteriormente se analizarán conceptos del derecho interno que rodean a 

las víctimas, pasando por la Ley 1148 de 2011, en sus esquemas e 

instituciones, analizando de igual forma la Ley 975 de 2005, pero solo en los 

apartes normativos sobre las reparaciones a víctimas y, en el mismo sentido, 

en la Ley 1592 de 2012, componentes legales de la Justicia Transicional.  

 

Subsiguientemente, luego del análisis a la normatividad mencionada con 

anterioridad, se expondrán las dificultades o retos que encara la justicia 

transicional a la luz de los derechos humanos respecto de las reparaciones 

integrales de las víctimas del conflicto armado, denotando si existe un ámbito 

de efectividad en dichas actuaciones estatales, o si por el contrario, el único 

remedio para las víctimas es acudir ante organismos internacionales para 
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lograr la protección de sus derechos y en especial forma su reparación por los 

daños sufridos. 

 

Este trabajo de investigación pretende hacer un aporte sintético a la 

amplia discusión que gira en torno de las víctimas, y de la realidad que ellas 

viven en el Estado colombiano, para lo cual se abordará  el tema de las 

garantías y protección desde el plano teórico, legal, doctrinal y jurisprudencial. 

El método utilizado será el hermenéutico, a partir del análisis normativo en el 

derecho interno y externo en consonancia con la doctrina.  

 

CAPITULO 1. Plano de reparación en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos. 

 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos (en adelante 

DIDDHH) es todo ese conjunto normativo de carácter imperativo e ineludible 

que debe ser acatado por los Estados, estableciendo los compromisos y 

obligaciones en virtud del Derecho Internacional, con el fin de respetar, 

proteger, realizar y garantizar los derechos humanos a todos los individuos.  

 

Debemos tener en cuenta que los derechos humanos tienen un carácter 

de universal, y que para garantizar su ejercicio se crean entidades del orden 

internacional encargadas de dar las pautas, crear dictámenes o 

recomendaciones, y en últimas, administrar justicia entre los estados que se 

han obligado por medios convencionales a respetar y garantizar los derechos 

humanos dentro de su territorio. Por ello se institucionalizó un ente capaz de 

consolidar los derechos humanos a nivel global, con los precedentes pos 

conflictos de las guerras mundiales y la cantidad de delitos atroces que se 

cometieron en contra de los derechos humanos en esas instancias de guerra. 

Hablamos entonces de las Naciones Unidas y su instrumento internacional de 

protección de derechos humanos: La Declaración Universal de Derechos 

humanos. Naciones unidas es el modelo universal de protección de derechos 

humanos, el cual es una clara luz para los sistemas regionales de protección 

de derechos humanos, como lo son el sistema europeo, africano e 

interamericano, quienes gracias a los modelos seguidos de Naciones Unidas, 
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crean mecanismos en sus regiones, capaces de propender por el respeto de 

derechos humanos de manera convencional, observándose en ese sentido la 

Convención Europea de Derechos Humanos, la Carta Africana de Derechos 

Humanos y de los pueblos y por último la Convención Interamericana de 

Derechos humanos, respectivas de cada sistema regional de protección.  

 

De todos los anteriores modelos convencionales de protección de 

derechos humanos se puede rescatar como analogías el hecho de que en 

todas se direcciona el actuar de los estados partes hacia una sola dirección, es 

decir, la obligación de respeto y garantía de los derechos humanos dentro de 

su jurisdicción. Veamos entonces la afirmación de lo anteriormente mencionado 

a la luz de cada convención regional: 

 

“CONVENIO EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS. 

Artículo 1. 

Obligación de respetar los derechos humanos. 

Las Altas Partes Contratantes reconocen a toda persona bajo su jurisdicción 

los derechos y libertades definidos en el Titulo I del presente convenio. 

 

CARTA AFRICANA SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LOS 

PUEBLOS. 

Artículo 1. 

Los Estados miembros de la Organización para la Unidad Africana firmantes 

de la presente Carta reconocerán los derechos, deberes y libertades 

contemplados en esta Carta y se comprometerán a adoptar medidas 

legislativas o de otra índole con el fin de llevarlos a efecto. 

 

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
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o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social.” 

 

 Pudiendo observar lo anterior, cada instrumento convencional de 

protección de derechos humanos, en cada una de sus regiones, se empeñan 

por proclamar el respeto de los derechos y libertades de cada individuo que se 

encuentre en su jurisdicción, así mismo como la adopción de las medidas y 

mecanismos necesarios para proporcionar tales garantías, lo que en resumidas 

cuentas denotan los conceptos de Respeto y Garantía de los Derechos 

Humanos.  

 

En forma sintética, y respaldado por lo mencionado con anterioridad, el 

DIDDHH visto como un conjunto convencional de orden universal y regional, es 

todo un compendio de derechos y obligaciones atribuibles no solo a los seres 

humanos sino también a los Estados, quienes tienen la posición de garante a la 

hora de proteger y salvaguardar dichas disposiciones. De la misma manera lo 

expone la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH. 

2014): 

 

“Los derechos humanos incluyen tanto derechos como obligaciones. La 

obligación de respetarlos significa que los Estados deben abstenerse de 

interferir en el disfrute de los derechos humanos, o de limitarlos. La 

obligación de protegerlos exige que los Estados impidan los abusos de 

los derechos humanos contra individuos y grupos. La obligación de 

realizarlos significa que los Estados deben adoptar medidas positivas 

para facilitar el disfrute de los derechos humanos básicos.” 

 

Ahora bien, el DIDDHH busca que la recta y leal administración de 

justicia implique de manera integral realizar un ejercicio de investigación, un 

ejercicio procesal para establecer culpables y victimas, y una parte que en 

nuestro ámbito cobra especial importancia, ya que sin esta particularidad no 

podemos hablar de una justa justicia, es el ámbito de la reparación integral de 

las víctimas.  
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Toda aquella persona víctima de un injusto, merece por ese solo hecho, 

que las cosas vuelvan a su estado anterior, unas medidas de satisfacción por 

haber sufrido ese injusto y una indemnización como consecuencia de la 

pérdida de la cual fue víctima. El DIDDHH, dicta una serie de medidas de 

protección y reparación a las víctimas de violaciones de derechos humanos. 

Tenemos en primera instancia los organismos regionales de protección, tales 

como el Sistema Europeo de Derechos Humanos y el Sistema Africano de 

Derechos Humanos. Frente al primero, se predica que sus directrices de 

reparación consisten en indemnizaciones de carácter pecuniario 

exclusivamente. Frente al segundo, aun en evolución, tenemos que es un 

sistema que manejan una reparación integral, es decir, tiene por objetivo 

reparar a las víctimas por medio de indemnizaciones, restituciones, 

satisfacciones, rehabilitaciones y un esquema nuevo y convincente consistente 

en las garantías de no repetición. “La reparación es la satisfacción material 

realizada a la víctima de violación de derechos humanos. Es uno de los tres 

aspectos constitutivos de la justicia material; los otros dos son el 

esclarecimiento de hechos y el castigo de responsables.” (Valencia, H. 2003. p. 

377). El derecho de reparación, conforme al anterior autor y al derecho 

internacional contemporáneo también presenta una dimensión individual y otra 

colectiva. Desde su dimensión individual abarca todos los daños y perjuicios 

sufridos por la victima, y comprende la adopción de medidas individuales 

relativas al derecho de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 

garantía de no repetición. En su dimensión colectiva, involucra medidas de 

satisfacción de alcance general como la adopción de medidas encaminadas a 

restaurar, indemnizar o readaptar los derechos de las colectividades o 

comunidades directamente afectadas por las violaciones ocurridas. “La 

integralidad de la reparación comporta la adopción de todas las medidas 

necesarias tendientes a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 

cometidas, y a devolver a la víctima al estado en que se encontraba antes de la 

violación”. (Bohórquez L. (2009). Tomo II. p. 2760) 

Se insiste enfáticamente en que la reparación debe ser armónica, no 

exclusiva en dinero, debe contener un ánimo de cobertura total, desde la 

restitución de los derechos, hasta garantizar que no vuelvan a suceder los 

agravios. Además, el acto de reparación a víctimas no es un acto de 
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benevolencia del Estado, sino que es una obligación adquirida en virtud a la 

ratificación de tratados internacionales de derechos humanos. HUERTAS, O. 

(2008. p. 131) nos brinda un marco conceptual del derecho a la Reparación 

visto desde la perspectiva puesta con antelación: 

 

“La reparación consiste casi siempre en una indemnización o 

compensación económica por el agravio inferido por el crimen, y en tal 

sentido es un derecho de la víctima o de su familia, según el caso. 

Existen otras modalidades de reparación, como el reconocimiento 

público de responsabilidad por parte del Estado o del perpetrador, el 

restablecimiento del derecho conculcado, una reforma constitucional o 

legal, una obra pública o alguna otra prestación material a cargo del 

estado o del culpable, que implique el resarcimiento del daño causado 

por el abuso”. 

 

Como se ha mencionado reiteradamente, los elementos de la obligación 

de reparar desde el plano individual, se compone en primer lugar por la 

restitución, es decir, reponer la situación a su estado original, y está orientada a 

restablecer la situación existente antes de la violación de derechos humanos o 

del derecho internacional humanitario, y a su vez, rehabilitar, indemnizar y 

garantizar que los hechos violatorios de derechos humanos no se vuelvan a 

repetir. Un claro enfoque de lo anterior nos lo brinda Frühling, M (2004), cuando 

nos denota la circunscripción de la garantía de la justicia restaurativa:  

 

“(…)Esta medida se aplica a casos relacionados con el restablecimiento 

de la libertad, de la vida familiar, de la ciudadanía o de la nacionalidad, el 

retorno al país de residencia anterior y la recuperación del empleo no de 

la propiedad, así como el restablecimiento de los derechos políticos, 

tales como la libertad de expresión, la facultad y las garantías necesarias 

para la participación en política, el derecho a elegir y a ser elegidos, 

entre otros. En segundo lugar, se compone por la rehabilitación, 

orientada a la recuperación de las personas mediante la atención médica 

y psicológica, así como garantizar la prestación de servicios jurídicos y 

sociales necesarios para estos fines. En tercer lugar la indemnización, 
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que se refiere a la compensación por todo perjuicio que resulte como 

consecuencia de una violación, y que fuere evaluable económicamente; 

y comprende tanto el lucro cesante como el daño emergente. La 

indemnización ha de concederse de forma apropiada y proporcional a la 

gravedad de la violación y las circunstancias de cada caso, por todos los 

perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 

humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario.1 

En cuarto lugar, la satisfacción y las garantías de no repetición, que 

apuntan a una reparación simbólica y otras orientadas a la prevención 

de violaciones, construyendo las condiciones para evitar la repetición de 

las mismas. Estas medidas se plantean en el deber del Estado de 

adoptar medidas adecuadas para que las victimas no puedan volver a 

ser objeto de violaciones que vulneren su dignidad”. 

 

Lo anterior es una luz clara de lo que se entiende como Reparación 

Integral. No es solo el hecho de reparar económicamente a las víctimas de 

violaciones de derechos humanos, sino también la asistencia que el Estado 

debe brindar a estas, en niveles médicos, sociales, jurídicos, psicológicos etc., 

de igual forma a los homenajes o satisfacciones a ellas, y desarrollar los ejes 

principales del derecho internacional de los derechos humanos, es decir, la 

obligación de respeto y garantía.  

 

La protección de los derechos dentro del marco del Derecho 

internacional de los Derechos Humanos requiere de la adopción de tres 

elementos fundamentales, estos son el derecho a la Verdad, el derecho a la 

Justicia y en especial forma, el derecho a la Reparación y la adopción de 

reformas institucionales. Bajo el esquema de los sistemas regionales de 

protección de Derechos Humanos, referidos con anterioridad,  encontraremos 

siempre la premisa  de que las víctimas tienen derecho a acceder a la justicia, 

para que su caso en concreto sea desarrollado por el órgano judicial estatal 

                                                           
1 Ver más en Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones. Principio No. 20 
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competente para lograr el esclarecimiento de los hechos, las sanciones a los 

victimarios y la reparación a que son acreedoras las víctimas en un tiempo 

prudente, y que, si lo anterior no se cumple, la victima puede acudir a 

instancias internacionales para lograr acceder a todas las garantías judiciales 

que el Estado le ha vulnerado y que por consiguiente no ha restituido.  

 

El DIDDHH nos brinda ese enfoque temático acerca de todos los 

derechos y garantías que poseen las víctimas de violaciones de Derechos 

humanos, brindando las herramientas jurídicas y procesales para desarrollar su 

deber ser, entendido este, como la protección de cada individuo y las 

obligaciones adquiridas por cada Estado para con sus ciudadanos o personas 

que se encuentren bajo su jurisdicción.  

 

Desde otra perspectiva regional de protección de derechos humanos, se 

debe indicar que la más completa y acertada es la promulgada por el sistema 

Interamericano de Derechos humanos, en la cual encontramos plenamente 

desarrollado el concepto de reparación integral, dándole ese índole en materia 

económica, pero también las satisfacciones, rehabilitaciones y demás 

elementos considerados como reparación armoniosa de derechos a las 

víctimas que se han delimitado pretéritamente. Es por ello que se proseguirá 

con el análisis del sistema Interamericano. 

 

1.1 Plano de reparación en el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos. 

 

La reparación integral a las víctimas de violaciones de derechos 

humanos en el sistema interamericano ha tenido un gran auge, dado que no 

solamente propende por una reparación de índole económica sino que busca 

también contribuir al restablecimiento de los derechos de la persona contra 

quien se produjo el injusto a través de las medidas de satisfacción, 

rehabilitación, indemnización entre otras. Por lo anterior el artículo 63.1 de la 

Convención Americana establece que: 
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“Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos 

en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en 

el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si 

ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 

situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago 

de una justa indemnización a la parte lesionada.” 

. 

Para promulgar la obligación de respeto y garantía entre los estados 

parte, se crea la comisión interamericana de derechos humanos y la Corte 

Interamericana de derechos humanos, órganos encargados de dictar opiniones 

a los Estados  o Administrar justicia a estos por los hechos internacionalmente 

ilícitos que cometan. 

 

De lo anterior se debe analizar el marco que rodea el hecho 

internacionalmente ilícito y las características de esta para que un Estado sea 

obligado en el derecho internacional por la violación de los derechos humanos.  

 

Así las cosas, el hecho internacionalmente ilícito deriva su 

responsabilidad sobre  un Estado que haya violado una obligación de carácter 

internacional, que esa obligación se encuentre vigente y que sea de carácter 

convencional, consuetudinaria o de ius cogens. Esta violación de la norma 

imperativa de carácter internacional es atribuible al Estado, ya sea por acción o 

por omisión de este, cuando dicha violación sea cometida por agentes 

estatales o por personas naturales. Es menester aclarar que la violación de la 

obligación de carácter internacional es atribuible al Estado toda vez que este ha 

asumido dicha obligación con el derecho internacional. Un ejemplo de lo 

anterior sucede cuando un Estado firma y ratifica un convenio para la 

protección de derechos humanos, y desde esa fecha de ratificación el Estado 

entra a ser responsable por la violación de cualquier conducta señalada en 

dicho instrumento internacional de protección. Así las cosas, hemos delineado 

el segundo elemento del hecho internacionalmente ilícito,  esto es que el hecho 

sea atribuible al Estado en razón a que este es un sujeto internacional, y que 

su obligación de cumplimiento se desprende de un tratado o convención en 

virtud del cual se obligó a la prevención y sanción de algún tipo de violaciones 
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de derechos humanos dentro de su jurisdicción. No es irrazonable entonces 

inferir que de las violaciones de derechos humanos cometidas por personas 

que no son trabajadores estatales, por ejemplo grupos armados al margen de 

la Ley, es el Estado el responsable de tales hechos a nivel internacional por no 

haber sido capaz de proteger y garantizar los derechos a los cuales se 

encontraba obligado a preservar, y, esa conducta esta generalmente 

enmarcada por la omisión del Estado para salvaguardar los derechos de cada 

uno de los habitantes bajo su jurisdicción. 

 

 Teniendo claridad sobre el hecho internacionalmente ilícito, en el 

sistema interamericano de derechos humanos se tienen entonces dos órganos 

competentes cada uno en sus propios asuntos de derechos humanos. En 

primer lugar tenemos a la comisión interamericana de derechos humanos, la 

cual es el órgano receptor de las denuncias realizadas por cualquier persona 

en contra de un estado por la presunta violación de obligaciones 

internacionales derivadas de los derechos humanos. En la comisión se realiza 

el estudio a cada denuncia de forma imparcial, haciéndole conocer al Estado 

que se encuentra en curso la admisión de una solicitud en contra de él. Luego, 

en este recorrido sustancial por la etapa de admisibilidad y competencia de la 

comisión, esta elaborará un informe preliminar, en el cual hace relación a las 

víctimas, determinándolas e individualizándolas, al mismo tiempo que expone 

los marcos facticos y jurídicos del caso en particular, trasladándole dicho 

informe al Estado para que este se pronuncie al respecto. Luego de esta etapa, 

la comisión optará por exponer o no el caso ante la Corte interamericana. Si 

determina no presentarlo ante la Corte, formulará unas observaciones que el 

Estado deberá cumplir tal y como la Comisión lo señale, aunque de antemano 

se sepa que dichas recomendaciones no son vinculantes. Por el contrario, si la 

comisión encuentra al Estado como presunto responsable de la comisión de 

hechos internacionalmente ilícitos, someterá el caso ante la Corte, para que 

esta administre justicia y resuelva mediante sentencia judicial los alegatos de 

ambas partes. De esta manera muy sintética se establecen los dos órganos 

competentes en materia de derechos humanos en América. Encaminando lo 

anterior, se estipula entonces que en el sistema interamericano se adaptan 
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ambas instituciones con el fin de preservar los derechos humanos, tal y como 

lo señala la Comisión Interamericana de Derechos humanos (2011): 

 

“Con el fin de salvaguardar los derechos esenciales del hombre en el 

continente americano, la Convención instrumentó dos órganos 

competentes para conocer de las violaciones a los derechos humanos: 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. La primera había sido creada en 

1959 e inició sus funciones en 1960, cuando el Consejo de la OEA 

aprobó su Estatuto y eligió sus primeros miembros.”2 

 

Ahora bien, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos nos 

remitimos al artículo primero (01) de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, donde encontramos la indicación de que los Estados Partes en esa 

Convención se comprometen a:  

 

“respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar 

su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, 

sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 

 

La obligación de protección estatal de los derechos humanos que 

desarrolla la teoría liberal se encuaderna perfectamente a lo que los 

instrumentos internacionales de protección hacen referencia, como lo es la 

obligación de Respeto y Garantía. Lo anterior es conclusión de lo que ya se 

analizó acerca del referente del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. 

 

Así las cosas, los Estados partes se encuentran comprometidos a 

respetar los derechos, libertades y garantizar el libre y pleno ejercicio a todas 

las personas sometidas a su jurisdicción. En lo que respecta a la primera 

                                                           
2 Ver más en http://www.oas.org/es/cidh/mandato/que.asp 



14 
 

obligación, es el compromiso del Estado de respetar los derechos y las 

libertades de los asociados, garantizar el libre y pleno ejercicio de derechos a 

todas las personas que se encuentren bajo su jurisdicción, y no permitir que 

sus agentes estatales o terceros infrinjan esos derechos. Respecto de la 

segunda obligación, el Estado debe organizar todas las estructuras y aparatos 

gubernamentales para asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 

derechos humanos, es decir, es una obligación que implica necesariamente 

que el Estado actúe frente a circunstancias de violaciones a los derechos 

humanos, a través de la sanción, promoción, investigación, enjuiciamiento y 

posterior reparación. Para perseguir estos compromisos y cumplirlos a 

cabalidad, el Estado debe establecer las siguientes pautas: 

 

a) Prevenir: el Estado formula normas para prevenir la vulneración de 

delitos de derechos humanos. Evitar la violación a los derechos 

humanos, a través de la educación, Ley, instituciones, etc. Esta función 

es una obligación de medios. 

b) Investigar: significa buscar la verdad sobre los hechos constitutivos del 

delito a través de sus instituciones propias para ello. Buscar la verdad es 

sinónimo de reparación a las víctimas, ya que con ella se llega a los 

fines esenciales de un estado social de derecho, que propende por la 

protección de los derechos fundamentales de sus asociados. Esta es 

una función de resultados. 

c) Sancionar: declarar culpable al autor de los hechos delictivos. Esta 

sanción debe ser proporcional a la conducta, ya que los derechos 

humanos en su ámbito de protección establece la protección a las 

víctimas, pero también a los victimarios, desde el punto de vista de un 

debido proceso, con garantías judiciales y buscando siempre la 

aplicación de la justicia. 

d) Reparar: reparar los daños causados. Restituir, indemnizar (concepto de 

daño emergente y lucro cesante), declarar medidas de satisfacción, 

rehabilitación y un nuevo esquema de garantías de no repetición. 

. Se observa entonces como el sistema interamericano de derechos 

humanos propende por una reparación integral a las víctimas, partiendo del 

hecho de que no es netamente una cuestión económica por daños materiales, 
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sino también una compensación por el daño inmaterial y el proyecto de vida, 

pudiéndose dar las medidas de satisfacción, tales como disculpas a nivel 

público, la construcción de monumentos, medidas de rehabilitación, como la 

ayuda sicológica, médica y sanitaria, medidas de restitución y las garantías de 

no repetición.  

 

CAPITULO 2. Plano de reparación en el Derecho Colombiano. 

 

El Estado colombiano ha propendido por ser un sujeto garante de los 

Derechos Humanos, tal y como se puede observar a través de la creación de 

normas de carácter interno que tienen su génesis en estamentos 

internacionales de protección, de las cuales, se adoptan las medidas 

necesarias para modificar e institucionalizar todas aquellas prerrogativas de las 

cuales son acreedores las víctimas, y lograr así unos fines internacionales de 

protección y desarrollar los principios fundamentales de un Estado Social de 

Derecho. Es por eso que hoy en día se discute el tema de la justicia 

transicional en Colombia, entendida esta como “las diversas reformas 

Institucionales y Jurídicas que adoptan los Estados a nivel Judicial y Político 

para la reparación de las víctimas por la violación masiva de los derechos 

humanos.” (Ardila, D. 2006. Justicia transicional: principios básicos.)  

 

Entre las diferentes medidas que adopta el Estado para implementar la 

Justicia transicional están la conformación de comisiones de la verdad, 

programas de reparación, reformas penales a efecto de modificar las penas a 

imponer; todo con el objeto de buscar verdad, justicia y reparación. No se 

puede entender la Justicia Transicional como un tipo especial de justicia, ni 

como una justicia paralela, sino el tipo de justicia que se aborda en épocas de 

transición después de una situación de conflicto o de represión con el ánimo de  

tratar de conseguir la rendición de cuentas y la reparación de las víctimas, 

proporcionando a las mismas el reconocimiento de sus derechos, fomentando 

la confianza ciudadana y fortaleciendo el Estado de derecho. 

Para el caso Colombiano se promulgo la Ley 975 de 2005 llamada la 

“Ley de Justicia y Paz”, como un marco jurídico de justicia transicional, que 
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permitiera la desmovilización de grupos armados al margen de la Ley y al 

mismo tiempo buscar la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas. 

 

Para empezar a entender el tema de las víctimas de la violencia en Colombia 

en primer lugar es necesario definir quién es víctima, y así nos ilustra  Martin, 

M. 2012:  

 

“Se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños, individual 

o colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento 

emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que 

constituyan una violación manifiesta de las normas internacionales de 

derechos humanos o una violación grave del derecho internacional 

humanitario”.  

 

Dentro del marco de Justica Transicional se puede hablar de varios tipos de 

víctimas, normalmente se habla de víctimas directas e indirectas. Las víctimas 

directas son las que han sufrido la violencia mientras que las víctimas 

indirectas son aquellas que por sus lazos familiares o sociales sufren también 

consecuencias de los delitos de los cuales fueron víctimas directas sus 

parientes. Sin embargo esta terminología no muestra que los familiares 

también sufren sus propias violaciones de derechos humanos, como al derecho 

a la verdad, a la justicia o al duelo en el caso de la desaparición forzada. 

 

Siempre que se cometen violaciones masivas de los derechos humanos, 

sea por parte del Estado, sus agentes o grupos disidentes, a las víctimas  les 

asiste el derecho de conocer la verdad del porqué, para qué, cómo, cuándo y 

dónde se cometió el hecho; igualmente tienen derecho a que los autores, tanto 

materiales como intelectuales sean castigados y finalmente a recibir una 

reparación. 

 

Generalmente la violación sistemática de los derechos humanos afecta no 

solamente a la víctima directa sino al conjunto de la sociedad, por esta razón el 

Estado debe asegurarse no solamente de que se conozca la verdad, se haga 
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justicia y se repare a las víctimas, sino que además debe procurar los medios 

necesarios para que esta clase de hechos no se vuelvan a suceder, 

reformando las Instituciones involucradas incapaces de impedir estas 

violaciones y adoptando mecanismos de promoción y divulgación del respeto 

que se debe tener por los derechos humanos.  

 

Ramírez, A. (2006) director del Instituto de Derechos Humanos y 

Relaciones Internacionales nos da un marco sobre los antecedentes de la 

justicia transicional: 

 

“Es pues la primera vez en Colombia, y me atrevo a asegurar, que se trata 

de igual manera de un hecho pionero en el mundo, en que un proceso de 

paz sale de los esquemas de la amnistía y del indulto. Por primera vez deja 

de recurrirse a la fórmula del perdón y olvido y se busca que los victimarios 

sean sujetos de penas, más benignas sí, pero en la medida que contribuyan 

a la búsqueda de la verdad, de la justicia y la reparación.” 

 

Tal y como lo concibe Ramírez, A., en Colombia el proceso de justicia 

transicional no busca solamente engendrar esa transición de un  periodo post 

conflicto, buscando los perdones públicos de los victimarios, sino que replantea 

ese esquema que se sucede con posterioridad a una guerra, en donde los 

victimarios son investigados y acusados por los crímenes cometidos, 

adquiriendo algunos privilegios por parte de los entes administradores de 

justicia en la medida que colaboren con esta para poder desarrollar los fines de 

la administración, como lo son la verdad y la justicia, pero en especial forma la 

reparación y, que dicha colaboración, en la medida que sea de mayor o menor 

proporción, incidirá en el grado de las penas que son merecedores, toda vez 

que son indudablemente los agentes directos que comenten violaciones en 

contra de los derechos humanos. No se puede concebir la idea de que los 

perpetradores de violaciones de derechos humanos reciban un perdón y un 

olvido por sus actos, ya que prácticamente están atentando contra la 

universalidad de los derechos que protegen a nada más y nada menos que las 

mismas personas, y como es sabido, atentan no solo contra la población civil, 

sino contra grupos protegidos internacionalmente y grupos de especial 
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protección, como lo son los grupos de niñez cuando son incorporados de forma 

arbitraria a las filas de los grupos al margen de la ley y son sometidos a tratos 

crueles y viles, y que los coaccionan para que sean actores de delitos contra 

los derechos humanos. Es por esto que no se puede despejar el entorno de la 

sanción penal de la que deben ser revestidos los militantes ilegales que entren 

en ese proceso post conflicto, sino que por el contrario, sean judicializados en 

el marco de una justicia garantista siempre y cuando colaboren con ella misma 

y se repare a las víctimas, no tanto en el orden económico y restaurativo, sino 

que con sus versiones libres, digan la verdad de los hechos ocurridos, las 

circunstancias en que se desarrollaron esos hechos, lo cual es un pilar 

fundamental de la justicia, constituido en el derecho a la verdad, siempre y 

cuando, se procure no re victimizar a la víctima con ese acceso a la verdad. 

 

Ahora bien, La justicia transicional en Colombia encuentra su base 

normativa en la Ley 975 de 2005, llamada Ley de Justicia y Paz, modificada en 

algunos apartes por la Ley 1592 de 2012, en las cuales, los aspectos más 

relevantes para nuestro interés, es el entorno y la tendencia que marca para 

entrar a reparar a las víctimas de la violencia en Colombia, mostrando cuales 

son los alcances para lograr una reparación integral y esgrimiendo los 

conceptos no solo de esto, sino también de lo que es considerado víctima. De 

igual modo, la Ley 1448 de 2011, nos hace un marco para entender quiénes 

son considerados victimas y bajo que condición deben ser consideradas como 

tal, y es a la luz del desarrollo del conflicto armado, y, para su posterior 

reparación, nos re direcciona hacia la Ley de Justicia y paz. (arts. 19 y 21) 

 

Consecuentemente, los elementos estructurales de una justicia transicional 

no son de manera alguna casuales ni obligatorios, es decir que siendo 

fundamentalmente los que a continuación se detallan, esto no implica que no 

se puedan incluir algunos más, siempre y cuando estén  interrelacionados 

práctica y conceptualmente. Entre los principales elementos estructurales de 

una política de justicia transicional según el Centro Internacional para la 

Justicia Transicional (2014)3 tenemos:  

                                                           
3 Más información en http://ictj.org/es 
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“La acción penal: Es indispensable e ineludible que exista una sanción 

penal en contra de quienes han cometido violaciones de los derechos 

humanos, en especial contra aquellos que son considerados criminales de 

mayor responsabilidad.  La reparación: La reparación tiene una doble 

connotación de un lado es necesario que el Estado propenda por la 

reparación monetaria  a las víctimas como una forma de reconocer los 

daños sufridos y de otro lado es importante que el mismo Estado en un acto 

simbólico de reparación hacia la sociedad en general ofrezca disculpas 

públicas y el compromiso de no repetición.  La verdad: En este aspecto es 

muy importante, que tanto las víctimas como el conjunto de la sociedad 

tengan acceso a la verdad que se pueda saber por las investigaciones y de 

ser posible de boca de los mismos autores las razones del porqué y el para 

qué del hecho, así como los pormenores de dónde, cómo y cuándo, en 

especial en los casos de desaparición forzada.  Con este fin es necesario 

que el Estado conforme comisiones de la verdad con el objeto de que 

investiguen a fondo cada una de estas situaciones y formulen 

recomendaciones que permitan al conjunto de la sociedad comprender las 

causas  subyacentes de las violaciones graves de los derechos humanos.  

Las reformas: Generalmente en las violaciones sistemáticas de los 

derechos humanos, aparecen involucrados, bien sea por acción o por 

omisión, agentes del Estado, normalmente vinculados a las Fuerzas 

Armadas y de Policía, a la Rama Judicial y/o a la legislativa; con el fin de 

desmantelar las maquinarias estructurales de los abusos y evitar la 

repetición grave de violaciones a los derechos humanos es necesario que 

dentro del marco de la justicia transicional el Estado asuma una reforma 

estructural de las instituciones involucradas. ” 

 

Estos elementos de la justicia transicional, como ya se expresó no son los 

únicos, pues cada país e incluso cada región tienen unas características 

especiales que los hacen únicos y por tanto en cada caso particular se deben 

adoptar medidas diferentes, siendo las enunciadas la base fundamental para el 

éxito de una justicia transicional. “A pesar de que las medidas de justicia 

transicional se asientan en sólidos compromisos jurídicos y morales, los medios 
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para satisfacerlos son muy diversos, de modo que no hay una fórmula única 

para todos los contextos.” (Isidrocure 2014) 

 

Ahora bien, como elementos normativos de justicia transicional en Colombia 

encontramos la ley 975 de 2005, la cual marca las pautas para desarrollar los 

principios de una reparación integral para las víctimas de la violencia en el 

Estado, pero esta Ley, a su vez, es direccionada por la Ley 1448 de 2011, en la 

cual encontramos que para la aplicación de la reparación a las víctimas, se 

debe tener en cuenta que éstas hayan obtenido dicha condición en virtud del 

conflicto armado. Su objeto es el de adoptar un conjunto de medidas judiciales, 

administrativas, sociales y económicas, de carácter individual o colectivo, en 

beneficio de las víctimas de violaciones sufridas en el marco del conflicto 

armado interno que vive el país. En este orden de ideas, en la referida ley se 

indica que con ella se dictan medidas de atención asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno, sin importar sexo, raza o 

condición social, y se dictan otras disposiciones. Obsérvese que el propósito de 

la ley se traduce en adoptar una política de Estado para brindar asistencia, 

atención, protección y reparación a las víctimas de violaciones manifiestas de 

normas internacionales de Derechos Humanos o Infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario, de tal manera que puedan estas contar con 

herramientas para que reivindiquen su dignidad y puedan desarrollar su 

proyecto de vida, lo que a la postre redundará de manera positiva en el 

restablecimiento del tejido social afectado por fenómenos sistemáticos de 

violencia. El fundamento constitucional de dicha ley se expidió bajo el marco de 

Estado Social de Derecho, el cual impone el respeto a la dignidad humana, 

artículo 1, y a las autoridades en general, y la protección a todas las personas 

residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos 

y libertades, artículo 2. Es preciso recordar también, que la ley 1148 de 2011 

recoge en su cuerpo normativo un núcleo esencial para su desarrollo, 

consistente en la justicia transicional.  

Esta trata en los diferentes procesos y mecanismos judiciales o 

extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad civil para garantizar 

que los responsables de las violaciones de los derechos de las victimas rindan 

cuentas de sus actos, y de la satisfacción de sus derechos a la justicia, la 
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verdad y la reparación integral, y para que se lleven a cabo reformas 

institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la 

desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin de lograr la 

reconciliación nacional y la paz duradera y sostenible.  

 

En lo que respecta a la reparación integral de las victimas contempladas en 

la ley 1148 de 2011, se vislumbra el artículo 25 que al tenor indica:  

 

“Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, 

diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido como 

consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3° de la presente 

Ley. La reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 

medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la 

vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante.” 

 

De acuerdo a lo anterior, se está orientado  por la Ley 1148 de 2011 en 

primer sentido a la restitución contenida en el artículo 3 y 71, entendida esta 

como toda la medida para el restablecimiento de la situación anterior a las 

violaciones de que fue objeto la víctima, dentro de las que están previstas la 

restitución de tierras, mediante un procedimiento que busca devolver la tierra 

que fue objeto de despojo la victima; la restitución en materia de vivienda, a 

través del reconocimiento de subsidios de vivienda; en segundo sentido en el 

artículo 10 y 69 entre otros, se brinda el desarrollo de la indemnización, que 

comprende el reconocimiento simbólico o en dinero a los afectados por los 

perjuicios causados; en tercer sentido, encontramos el artículo 69 y 135, de 

donde se desprende la rehabilitación, que se traduce en estrategias, planes, 

programas y acciones de carácter jurídico, medico, psicológico y social, 

dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las 

víctimas; y en cuarto sentido, en el articulo 3 parágrafo 1, articulo 12 y 69, se 

encuentra la satisfacción y garantías de no repetición, las cuales son el 

conjunto de acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y 

difundir la verdad sobre lo sucedido, de acuerdo con los objetivos de la ley, por 



22 
 

tanto serian acciones que proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el 

dolor de la víctima. Las garantías de no repetición tienen como propósito 

propiciar la desmovilización y el desmantelamiento de los grupos armados al 

margen de la ley, la verificación de los hechos y difusión de la verdad, la 

prevención de conductas orientadas a victimizar a las personas, con especial 

salvaguarda de las mujeres, niños y niñas, adolescentes, adultos mayores, 

líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de 

derechos humanos y victimas del desplazamiento forzado. 

 

Tal como se ha expresado anteriormente, la reparación integral busca en 

una primera óptica, que la víctima tenga acceso a la verdad de los hechos 

ocurridos y el posterior enjuiciamiento de los responsables, y desde una 

segunda óptica,  busca unos resarcimientos no solo de índole económicos sino 

también un desagravio de los perjuicios causados a la honra y dignidad de las 

víctimas del conflicto armado. Como ya se ha desarrollado este punto con 

antelación, solo esgrimiré las categorías claves que hacen parte de una 

reparación integral, partiendo del hecho del reconocimiento de las víctimas del 

conflicto armado estipulado en la Ley 1448 de 2011 y bajo las directrices de la 

Ley 975 de 2005 con los ajustes realizados a esta por medio de la Ley 1592 de 

2012.  La restitución: es el restablecimiento de la situación anterior a las 

violaciones de que fue objeto la víctima, dentro de las que están previstas la 

restitución de tierras, mediante un procedimiento que busca devolver la tierra 

que fue objeto de despojo la victima; la restitución en materia de vivienda, a 

través del reconocimiento de subsidios de vivienda. La indemnización: 

comprende el reconocimiento simbólico o en dinero a los afectados por los 

perjuicios causados. La rehabilitación: se traduce en estrategias, planes, 

programas y acciones de carácter jurídico, médico, psicológico y social, 

dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las 

víctimas. La satisfacción: son el conjunto de acciones tendientes a restablecer 

la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido. Serian acciones 

que proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima. Las 

garantías de no repetición: Las garantías de no repetición tienen como 

propósito propiciar la desmovilización y el desmantelamiento de los grupos 

armados al margen de la ley, la verificación de los hechos y difusión de la 
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verdad, la prevención de conductas orientadas a victimizar a las personas, con 

especial salvaguarda de las mujeres, niños y niñas, adolescentes, adultos 

mayores, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores 

de derechos humanos y víctimas del desplazamiento forzado. La anterior 

connotación es lo que también se conoce como grupos de especial protección 

que el Estado protege también a través del desarrollo de políticas públicas. 

 

CAPITULO 3. Problemáticas existentes entre la normatividad de 

reparación integral de victimas y la realidad del Estado colombiano. 

 

Colombia, después de una gran trayectoria de conflicto decidió entrar en 

la era de justica e ideal de paz buscando equilibrar y reconciliar la nación. En 

este escenario surgen demasiadas dificultades, pues los combatientes se 

podían ver enfrentados a severas sanciones penales en el post conflicto por la 

comisión de delitos atroces; no obstante para garantizar el éxito del proceso se 

realizaron ajustes a la administración de justicia a fin de favorecer el cese de 

hostilidades, mismos fines que en la antigüedad eran perseguidos en los 

proceso de indulto o amnistía, sin que estos procesos hubiesen alcanzado una 

total efectividad. 

 

A las luces de los sistemas internacionales ha emergido la necesidad de 

visualizar los delitos atroces y sus autores para que estos sean sancionados, 

previo a las vinculaciones penales pertinentes, en donde se deberá reconocer a 

las víctimas para defender su dignidad y garantizar sus derechos. 

 

A partir del año 2005 nuestro país crea un modelo de justicia transicional 

en donde los diferentes órganos de control participantes han logrado dar pasos 

importantes para generar nuevamente credibilidad en las instituciones, 

reconociendo y dignificando a las víctimas y desdibujando las acciones 

negativas de los victimarios informado a la opinión pública la gravedad de sus 

conductas que atentan contra la esencia misma del ser humano.  

 

Ahora bien, las víctimas tienen un rol muy importante dentro de los 

procesos judiciales del Estado, tanto así que éste tiene la obligación de develar 
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la verdad, a través de la investigación de los hechos constitutivos del crimen, el 

posterior enjuiciamiento e imposición de la pena al victimario, y, 

consecuentemente, reparar de manera integral a las víctimas y ofrecer las 

garantías de respeto de los derechos humanos y las garantías de no repetición 

de tales actos a los demás asociados del Estado. Es así como se generan las 

responsabilidades de los estados en el marco del derecho internacional de los 

derechos humanos. Obligaciones que como se han  trabajado a lo largo de 

esta investigación, se ven reflejadas en respeto y garantía. Teniendo en cuenta 

lo anterior, y en desarrollo de las políticas públicas que implementa en Estado 

con el fin de garantizar el acceso a la justicia y la obtención de una reparación 

integral, en virtud de las obligaciones emanadas de instrumentos 

internacionales de protección encontramos la posición que Rebolledo, O (2010) 

nos desarrolla así: 

 

“Desde algunos de los aspectos que el área de reparación y atención a 

víctimas ha intentado recomendar en los espacios de construcción de la 

política pública de reparación, tales como el diseño de un programa 

institucional de reparación colectiva y en el diseño de una policita de 

reparación y atención a víctimas, se considera primordial tener en cuenta 

los siguientes aspectos para movilizar recursos que promuevan el 

bienestar psicosocial en las comunidades e individuos, que reconozcan 

las diferentes dimensiones de afectación para facilitar: 1. Aliviar el 

sufrimiento humanos, mitigando los efectos de la violencia en el 

desarrollo y capacidad humana, 2. Brindar protección a aquellos 

especialmente vulnerables a los impactos del conflicto y/o, 3. Promover 

la recuperación y la reconciliación comunitaria, reduciendo el conflicto y 

asumiendo medidas de garantía de no repetición de los hechos, así 

como desarrollo social”  

 

El desarrollo anterior se encuaderna perfectamente a los fines 

convencionales perseguidos por las organizaciones internacionales de 

protección de derechos humanos, en las cuales se contempla la obligación de 

respeto y garantía, pero al mismo tiempo, en la eventualidad de una violación 

de derechos humanos, la posterior reparación a la cual es merecedora toda 
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persona humana en la cual se hayan inflijo tales violaciones, y en el caso 

colombiano, la adopción de medidas y disposiciones tendientes a esos fines, 

como lo puede ser la creación de entidades encargadas de promocionar y 

fomentar los derechos humanos o, a través de la creación de políticas públicas 

que ayuden al fortalecimiento estatal para perseguir los fines de un Estado 

Social de Derecho, garante de los derechos humanos. 

 

Desafortunadamente y a pesar de los grandes esfuerzos del Estado para 

mitigar los daños producidos a su población por el entorno del conflicto armado, 

estos han sido infructuosos. Existen grandes falencias al momento de resarcir 

los perjuicios generados a las víctimas del conflicto armado, y a raíz de esto se 

han generado infinidades de críticas al desarrollo de la justicia transicional y la 

ley de justicia y paz. Por ende, se debe entender que la justicia transicional 

contempla en sí misma una cantidad de desafíos y problemáticas que se deben 

superar a partir del entendimiento conceptual que Rosanía, N. (2013) nos hace: 

 

“Cuando se desarrolla un proceso de paz se deben estructurar 

mecanismos para dar la transición de un estado de guerra a un estado 

de paz. En la mesa de diálogos aparecen unos objetivos políticos que se 

deben materializar por medio de los instrumentos jurídicos. El político es 

la paz y el jurídico es la justicia. 

En el estudio de la resolución de conflictos se tiene la premisa de que en 

los procesos de dialogo el eje fundamental es el sacrificio de justicia por 

el bien supremo de la paz, pero lo que no se puede entrar a negociar por 

parte del Estado es la verdad, y la reparación de las víctimas.” 

 

 Lo anterior es clave al momento de entrar a ver las problemáticas de la 

justicia transicional. Desde un primer plano, tenemos que en la mesa de 

diálogos de paz en la habana, los que por siempre han sido los victimarios y 

violadores de derechos humanos, hoy en día se hacen denominar como 

víctimas de una injusticia social. Para cualquier colombiano que haya vivido en 

las épocas de violencia más crudas o las que se han perpetrado 

contemporáneamente, es claro e ineludible atinar que la guerrilla de las FARC 

no tiene bajo ninguna circunstancia esa posición de víctima, y que por el 

http://www.elnuevosiglo.com.co/articulos/6-2013-los-desaf%C3%ADos-de-la-justicia-transicional.html
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contrario, el cinismo con el que han manipulado todas las situaciones son 

hechos que van en agravio de las verdaderas víctimas, y que con elocuentes y 

malversadas declaraciones lo único que logran es re victimizar a cada persona 

y a la sociedad, con la venia y la ciegues del Estado colombiano. Es claro 

también que el objetivo de esos individuos autodenominados “victimas” es 

escapar ante la inminente justicia internacional, ya que en el evento en que 

sean considerados victimas o que se acojan a las medidas de justicia 

transicional, débiles en su forma y en su aplicación, quedarán a paz y salvo con 

la justicia y la sociedad, purgando penas irrisorias de 8 años de cárcel por la 

comisión de conductas como secuestros, masacres, desapariciones forzadas, 

desplazamientos, etcétera, y/o buscando un refugio alterno en los cargos 

públicos a los cuales pretenden acceder una vez firmada la paz. De otra 

manera lo expone González. A. (2010):  

 

“El dilema central de la justicia transicional se refiere a las 

contradicciones y retos institucionales y políticos que surgen para su 

aplicación cuando se combinan las expectativas y el poder diferenciado 

de los actores que participan en el proceso (víctimas, perpetradores, 

gobierno, sociedad civil y comunidad internacional) con la expectativa 

social amplia en torno a la construcción de la paz y la reconciliación 

nacional.” 

 

 Ahora bien, bajo el anterior esquema que se ha estado desarrollando 

últimamente en La Habana, ¿Dónde queda el reconocimiento y reparación a 

las verdaderas víctimas de las FARC? Si el gobierno de turno continua siendo 

benevolente con estos violadores de derechos humanos, el único alivio que 

podrán encontrar las victimas frente a sus victimarios guerrilleros es la Corte 

Penal Internacional, en donde juzgaran a cada uno de los sujetos por su 

responsabilidad individual en el contexto de los delitos de lesa humanidad que 

cometieron, así se encuentren ejerciendo cargos dignatarios del poder público 

o elegidos popularmente, no podrán evadir la competencia de la Corte Penal 

Internacional cuando esta imponga su capacidad de investigar y sancionar a 

estos. De la misma manera lo expone Lafaurie, J. (2013), al reconocer la 

realidad en la que se sumerge el Estado de manera displicente ante los 
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delincuentes violadores de derechos humanos, cediendo ante sus artificios y 

dejando a un lado los fines propios del DIDDHH, y más aún, las imposiciones 

internacionales a las cuales Colombia se encuentra obligado: 

 

“Desconcierta la fractura entre la “verdad real” y la “verdad procesal” de 

la Justicia Transicional. Aterran sus métodos que convirtieron a 

delincuentes en “acusadores de oficio”. Inquietan sus fallos cargados de 

generalizaciones, peligrosas omisiones y graves sesgos políticos. Los 

verdugos de ayer, hoy son las víctimas y prima su “verdad vindicativa” a 

cambio de rebaja de penas. ¿Acaso la re victimización de la sociedad y 

la criminalización de las instituciones, permitirán nuestro reencuentro 

como nación?” 

 

El desarrollo de este primer plano, en donde los victimarios se esconden 

bajo silogismos de una justicia transicional en un país donde sus instituciones 

son débiles para poder imponer su normatividad estatal, que es incapaz de 

ejercer una justicia justa en pro de las víctimas y que no es ese Estado ideal 

garante y protector de los derechos humanos, nos vislumbra el segundo plano 

problemático de la realidad del Estado en lo que concierne a la reparación 

integral. En párrafos preliminares se estructuró normativa y doctrinalmente lo 

que comprende el contexto de la reparación integral, alcanzando las medidas 

de rehabilitación, satisfacción, indemnización, restitución y garantías de no 

repetición. Ahora bien, en Colombia, las víctimas de violaciones de derechos 

humanos se han visto sesgadas a la hora de obtener el resarcimiento de 

perjuicios por parte del Estado, toda vez que este está más preocupado por su 

imagen política y por lo que los demás piensen de él. No se preocupa por el 

problema de fondo, el cual es realizar efectivamente a favor de las victimas el 

descubrimiento de la verdad y repararlas, y si lo llegare a realizar, es todo un 

proceso burocrático de trámites y más trámites para que las victimas puedan 

ver resarcidos los injustos causados. Lafaurie, J.  (2013) vuelve a ponernos de 

presente esta misma situación grotesca en los siguientes términos:  

 

“La reducción de penas para crímenes atroces, sigue esperando la 

moneda a cambio: la verdad material. Pero los fallos nos dicen que los 
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“señores de la guerra” decidieron enlodar en sus “versiones libres”, la 

honra de cuanto colombiano se atraviese en su camino. Pero, además, 

la propia justicia está desconociendo circunstancias de tiempo, modo y 

lugar que determinaron la victimización de millones de compatriotas en 

la ruralidad. Negar que la hoguera de la violencia se prendió con la 

precariedad del Estado, es tanto como obviar que las Farc crecieron a su 

amparo para sembrar terror entre la población indefensa y erigir la 

extorsión, el homicidio, el secuestro y el narcotráfico a niveles 

industriales.” 

 

 Siguiendo bajo el segundo plano de problemática de la justicia 

transicional en lo que respecta a la reparación integral de las víctimas, ¿qué 

podrían esperar éstas cuando en un proceso penal, se investigue y se halle 

culpable a un ex guerrillero que no tiene bienes ni dinero con qué responder? 

Ahí la reparación se va a ver coartada, y lo único que se logró con ese proceso 

penal, fue el enjuiciamiento a un ex combatiente el cual fue acreedor de una 

pena risible de un par de años de cárcel, mientras la victima sigue sin ser 

reparada. Posteriormente ésta puede acudir a una reparación de índole 

administrativa, en donde verá cubiertos medianamente los elementos de una 

reparación, con una suma de dinero no muy alta, y si la suerte lo acompaña, 

con una medida de restitución. Así las cosas, la víctima, dentro del 

ordenamiento jurídico colombiano, que promulga la reparación integral de las 

víctimas de violaciones de derechos humanos, y que promulga que es un 

Estado preocupado por acceder a la verdad y a la justicia, ve como todas esas 

premisas se van al olvido y no queda más remedio que acudir ante las 

instancias internacionales, con el fin de obtener realmente su reparación, 

integral, o por lo menos completar de forma suficiente la que el Estado 

colombiano de manera ineficiente le brindó, si es que cuenta con los medios 

suficientes para contratar los servicios profesionales de un abogado de esas 

características o de otra manera exponiendo su caso ante una ONG, para que 

esta radique su denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos 

humanos. 
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 Sin embargo no podemos dejar de lado el contexto histórico en el que 

se han desenvuelto los regímenes de justicia transicional y las características 

socioeconómicas de cada uno de los países participes en estos procesos, pues 

si bien cierto América latina ha actuado como el continente pionero en la 

aplicación de sistemas de justicia transicional desde 1980 en países como 

Brasil, Chile, las dictaduras del Cono Sur y, posteriormente en la década de los 

noventas en Guatemala con el Plan Nacional de Resarcimiento a las Víctimas 

de la Guerra Civil. A Colombia el futuro que le espera no es uno muy distinto al 

enfrentado por Perú “tras la fuga del ex presidente Alberto Fujimori y la 

terminación del conflicto armado desatado por el Sendero Luminoso”4, el cual 

tras años de trabajo ha mostrado éxito, después de grandes esfuerzos 

económicos que puso a gatas el presupuesto general de la nación destinado a 

implementación tecnológica, vías y educación, el aumento desmedido de la 

criminalidad en los perímetros urbanos, y en un principio la informalidad 

económica  y subempleo, entre otros tantos. 

  

 Pues bien haciendo un análisis del conflicto armado colombiano el cual 

se remonta a la década de los sesentas “el país ha estado sometido a una 

guerra civil de baja intensidad con miles de crímenes que han quedado en la 

impunidad” (Valencia, H. 2013). Sin contar con todos aquellos factores 

derivados de la delincuencia común, las autodefensas, la discriminación racial, 

indígena, laboral etc., que han traído consigo la obligación de reparar a todos 

aquellos que han sufrido algún daño directo en virtud de lo dispuesto por el 

artículo 90 de la Constitución Política que establece que el estado responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables causados 

por la acción o la omisión de las autoridades públicas, constituyendo así al 

afectado en víctima, sin mencionar en qué escenario adquiera dicha calidad o 

la pierde, resulta entonces que en el marco del proceso de justicia transicional 

la ley 1448 restringe la calidad de víctima a las personas que hubieren sufrido 

daños, como consecuencia de violaciones de los derechos ocurridas con 

posterioridad al 1° de enero de 1985, con la singularidad de que dichas 

conductas deben emerger en el marco del conflicto armado. Así las cosas, los 

                                                           
4 Más información en http://www.ideaspaz.org/tools/download/52284 
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procesos de justicia transicional son focos de secularización que politizan y 

abren más las brechas de discriminación y categorización de la población. De 

acuerdo con el doctor Rosanía, N. (2013):  

 

“Los afectados se han visto envueltos en un sistema de categorización 

donde las víctimas más visibles y más reconocidas son los soldados y 

policías que pagan con sus vidas y cuerpos los rigores de la guerra. En 

segundo lugar, las víctimas más visibles son las de las Farc y otras 

guerrillas que durante más de 50 años han actuado con la violencia más 

feroz: asesinatos, despojos de tierras, secuestros… y todo a lo que nos 

tienen acostumbrados las Farc y el Eln. En tercer lugar están las 

víctimas del paramilitarismo, que se han hecho visibles por lo salvajes y 

crueles que fueron sus victimarios. Las historias de motosierras, 

masacres, descuartizamientos, torturas, cremaciones hicieron que 

ganaran visibilidad. Y, por último, y las menos visibles, están las víctimas 

del Estado. Carecen de visibilidad ya que pese a que han pagado con la 

vida misma, sus muertes no fueron escandalosas; por el contrario, se 

hicieron con el mayor silencio, sin dejar ningún tipo de huella ni 

sospecha, razón por la cual no gozan de visibilidad ya que comprobar su 

estado de víctimas es muy difícil.” 

 

 En este orden de ideas no existe una ecuanimidad entre lo justo y la 

justicia, pues mientras unos son reconocidos por leyes que han hecho su 

acceso a los estrados judiciales de manera más sencilla por medio de órganos 

especializados como “el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas del cual hacen parte entidades del gobierno nacional, órganos de 

control y de justicia, departamentos y municipios.” (Cristo, J.)5, muchos otros 

deben someterse a un proceso ordinario en el cual la celeridad de su impulso 

procesal estará sometido a la congestión que exista en el juzgado y a la 

atención y disposición que los servidores de la rama judicial se dignen prestar a 

la contingencia. 

 

                                                           
5 Más información en http://www.juanfernandocristo.com/docleyes/abcvictimas.pdf 
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 Pero bien, el problema no termina allí, si hemos de enfocarnos en la 

definición de reparación integral, cabe preguntarse si la misma existe, cuando 

el Estado colombiano ha sacrificado el concepto de justicia por fines altruista 

como la paz. Es cierto que el Estado ha roto el paradigma de las leyes de 

amnistía e indulto instaurando una justicia resarcitoria, pero que tanta verdad, 

justicia y reparación puede existir en un sistema semi coercitivo y premial que 

ha permitido la reducción de penas hasta de 30 años por 6 u 8,  más aún que 

ha sido tan débil en sí misma, que hoy afronta el problema de que los mismos 

victimarios se han convertido en victimas alegando el derecho de legítima 

defensa, entonces ¿dónde queda la reparación? ¿De qué sirve que la 

Constitución y la Ley 906 contemplen la proporcionalidad como un requisito 

sine qua non para adecuar la pena a la conducta antijurídica teniendo presente 

el bien jurídico tutelado,  si el mismo es menoscabado y obsoleto en un sistema 

excesivamente garantista para el victimario?  

 

 Cabe entonces preguntarse ¿qué le espera a Colombia? El sistema 

transicional esta tan lleno de contingencias que es posible que una vez más el 

Estado colombiano este visualizando un “fin del fin” como ocurrió en el 

gobierno del ex presidente Andrés Pastrana, cuando aún ni siquiera tiene la 

certeza si las negociaciones en La Habana  llegarán a un feliz término, y ¿si no 

se firma el acuerdo de paz, que sucederá después? 

 

 En resumidas cuentas el Estado colombiano no se encuentra 

preparado ni social, ni política y menos económicamente para superar del todo 

casi 50 años de conflicto continuo y darle cabida a una nueva negociación, bien 

sea o con el ELN, o con cualquier grupo al margen de la Ley; el proceso de paz 

es lento, como es lenta la economía, difícil seria comparar la justicia 

transicional colombiana con la chilena, pues a diferencia del Cono Sur, el 

crecimiento de la economía supone un reto de integración laboral tanto para la 

victima que lo ha perdido todo, como para el victimario que después de 8 años 

en una cárcel decida volver a la vida  laboral. 

 

 Muchos pensarán que el esquema quedará completo cuando las 

FARC sean desintegradas, y sus comandantes sean llevados a prisión, pues el 
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Producto Interno Bruto destinado a la guerra o seguridad y defensa, tendrá que 

decrecer para que el mismo sea reinvertido en planes complementarios de 

reparación de victimas. Aún no queda claro si dicho traslado de dineros es 

suficiente para la creación de nuevos empleos, de la capacitación de los 

funcionarios en quien se supone recaería la adaptación de las instituciones 

públicas al post conflicto y en especial aún no queda claro cuánto tiempo más 

le llevara al país en pensar en todos aquellos que se quedaron por fuera de la 

Ley de justicia y paz, que aún siendo víctimas se les sacó del camino, a fin de 

que en un futuro acudan a una instancia internacional, que hoy resulta igual de 

congestionada a la interna. 

   

Consumando este capítulo, las problemáticas que se pueden ver en la 

reparación de victimas a la luz de la justicia transicional parten de dos planos 

trascendentales. El primero de ellos es el aire de impunidad que se respira 

cuando los miembros de los grupos armados al margen de la ley en 

observancia de sentencias penales condenatorias cumplen penas burlescas en 

la medida que den a conocer una verdad manipulada para sus propios fines, en 

donde rendirán cuentas en la medida que puedan contemplar menos años de 

cárcel, lo cual genera un ambiente de desconfianza en la sociedad por parte 

del aparato judicial, toda vez que los delitos por los cuales son enjuiciados son 

de alto impacto, y el daño ocasionado fue abrupto y corrosivo. Por otro lado, las 

victimas no verán satisfactoriamente el derecho a una justa reparación integral, 

y por el contrario, las elocuentes verdades manipuladas que exteriorizan los 

victimarios, sumadas a una injusticia procesal, tienden a re victimizar a tales, 

dejando en letra muerta y en procedimientos infructuosos todas sus 

esperanzas de verse reparadas.  

  

 

 

CONCLUSIONES. 

 

El DIDDHH preocupado por propender la protección de los derechos 

humanos, crea mecanismos convencionales coercitivos para los Estados que 

asuman dichas obligaciones. En tales instrumentos internacionales se dictan 
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las medidas de protección bajo el amparo del respeto y garantías 

fundamentales para el ejercicio libre y pleno de los derechos por parte de los 

seres humanos. Respecto a la obligación de respeto, es el compromiso del 

Estado de respetar los derechos y las libertades de los asociados, garantizar el 

libre y pleno ejercicio de derechos a todas las personas que se encuentren bajo 

su jurisdicción, y no permitir que sus agentes estatales o terceros infrinjan esos 

derechos. Respecto de la obligación de garantía, el Estado debe organizar 

todas las estructuras y aparatos gubernamentales para asegurar jurídicamente 

el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos, es decir, es una obligación 

que implica necesariamente que el Estado actúe frente a circunstancias de 

violaciones a los derechos humanos, a través de la sanción, promoción, 

investigación, enjuiciamiento y posterior reparación. 

 

 El Sistema Interamericano de Derechos Humanos nos dicta al tenor del 

artículo primero (01) de la Convención Americana de Derechos Humanos, que 

los Estados Partes en esa Convención se comprometen a: “respetar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 

de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social”. Esta es la verdadera base para 

los Estados que pretendan ser los guardianes de los derechos humanos en su 

jurisdicción, comprometiéndose no solo con la comunidad internacional sino 

también con sus mismos asociados para prevenir y sancionar cualquier 

violación de derechos humanos, erigiéndose como un estado con políticas y 

normas fuertes que lo adecuan para tener una sociedad desarrollada y 

sostenible, respetando todos los derechos de cada uno de los ciudadanos y 

educando en derechos humanos a sus instituciones públicas y sus agentes, 

obteniendo así una verdadera promoción y prevención de violaciones de 

derechos humanos. 

 

En el Evento en que el Estado asuma obligaciones de derecho 

internacional debe poner en marcha todo su aparato gubernamental para 

prevenir y sancionar las violaciones de derechos humanos que ocurran en su 
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jurisdicción, hallando a los responsables de los hechos, enjuiciándolos, 

encontrando la verdad sobre los sucesos objeto de investigación y de especial 

forma reparando a las víctimas de manera integral. Hablamos en consecuencia 

de lo que rodea el hecho internacionalmente ilícito, el cual dentro de sus 

elementos tiene como primero que el Estado ya sea por acción o por omisión, 

haya incumplido una obligación de derecho internacional, contenida en 

convenios, tratados, costumbre o el ius cogens, y que esté vigente, es decir, 

que el Estado haya firmado y ratificado y se obligue a su cumplimiento. Como 

segundo elemento del hecho internacionalmente ilícito encontramos que ese 

hecho violatorio de derechos humanos sea atribuible al Estado, es decir, es 

una extensión del primer elemento, toda vez que es atribuible en virtud a su 

compromiso frente a un instrumento internacional de protección de derechos 

humanos, posterior a una firma y a una ratificación esgrimida por este. Existe 

un tercer elemento que de manera investigativa se adhiere y es el hecho de 

que en razón a esa violación de una norma de carácter internacional que sea 

atribuible a un Estado, esta haya generado un daño a una persona o un grupo 

de personas, daño que para el sistema interamericano de derechos humanos 

no necesariamente tiene que ser material, ya que puede ser inmaterial, es 

decir, de índole psicológico o de salud, y de ahí que se predique en este 

sistema regional que se propende por la reparación integral a las víctimas, 

abordando la indemnización, rehabilitación, restitución, restablecimiento y 

garantías de no repetición.   

   

 El Estado colombiano ha cumplido ciertamente con algunos de los 

informes expedidos por la comisión interamericana de derechos humanos, en 

donde lo exhorta a la creación de instituciones o marcos normativos que 

salvaguarden, prevengan y sancionen las violaciones de derechos humanos en 

su jurisdicción. Un claro ejemplo de esto lo podemos ver reflejado en la Ley 975 

de 2005 de justicia y paz y su Ley modificatoria en algunos apartes 1592 de 

2012, la Ley 1448 de 2011 de reparación de victimas y restitución de tierras, las 

cuales son la base jurídica interna para perseguir los fines propios de una 

justicia transicional, pasando de un Estado en conflicto a un Estado de paz. Lo 

anterior se encuadra normativamente a lo que los organismos internacionales 

de protección de derechos humanos dicen que deben hacer los Estados, en 
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otras palabras, adecuan su ordenamiento interno acorde a las disposiciones 

internacionales, y de forma especial en Colombia, a través del bloque de 

constitucionalidad y las reformas o creaciones legislativas. Ahora bien, si a 

pesar de haber firmado y ratificado un instrumento de protección de derechos 

humanos el Estado no modifica o adecua su ordenamiento interno a luz de 

dicho tratado, los jueces están obligados a realizar lo que es llamado como 

control de convencionalidad, lo cual los obliga a analizar cada caso en concreto 

de violaciones de derechos humanos poniendo de frente las leyes internas 

junto con las obligaciones internacionales, para lo cual, siempre van a ser 

preferentes las normas internacionales. Es similar al control de 

constitucionalidad, con la diferencia de que el control de convencionalidad lo 

realiza cualquier juez en cada caso particular dado que el Estado no adecuó 

sus normas de derecho interno a los convenios o tratados internacionales de 

derechos humanos. 

 

  Las problemáticas que se observan en la reparación de victimas a la luz 

de la justicia transicional parten de dos planos. El primero de ellos es el aire de 

impunidad que se respira cuando los miembros de los grupos armados al 

margen de la ley en observancia de sentencias penales condenatorias cumplen 

penas burlescas en la medida que den a conocer una verdad manipulada para 

sus propios fines, en donde rendirán cuentas en la medida que puedan 

contemplar menos años de cárcel, lo cual genera un ambiente de desconfianza 

en la sociedad por parte del aparato judicial, toda vez que los delitos por los 

cuales son enjuiciados son de alto impacto, y el daño ocasionado fue abrupto y 

corrosivo. Al mismo tiempo, en la actualidad se puede observar como los 

miembros de los grupos armados al margen de la Ley cínicamente se 

denominan victimas del Estado, por una desigualdad social y por una violación 

de derechos humanos en contra de ellos con el accionar de las fuerzas 

públicas para repeler sus ataques. Con este nuevo rol escandaloso que quieren 

obtener los victimarios, buscan evadir la responsabilidad penal internacional, en 

virtud de la cual, seria la Corte Penal internacional la encargada de juzgar a 

estos sujetos, sin importar la condición que ostenten en un futuro a raíz de la 

transición de un Estado de Guerra a un Estado de paz, pero si por el hecho de 

ser los directos responsables de delitos de lesa humanidad, a lo cual, para 
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todos es claro que ellos son los perpetradores de masacres, desapariciones 

forzadas, bombardeos en contra de la población civil, entre otros actos 

contrarios a derechos humanos. Todos los días la vida cotidiana nos da 

ejemplos, artículos se publican, algunos hacen grandes esfuerzos para escribir 

y hacer ver la grave realidad de un país que se entrega tan fácil, a diario se 

asesina, mutila y se destruye un país por los genocidas violadores de derechos 

humanos de las FARC, y aun seguimos creyendo que tendremos paz. La 

ilusión de una paz, ha llevado a una sociedad a volverse ciega, sorda y muda 

para negarse la tragedia que personas ávidos de poder y ambición, no les 

importara traicionar sus principios con tal de lograr sus propósitos personales, 

así sea por medio de todas las formas de lucha. ¿Será que esta realidad no 

servirá para abrir las conciencias, despertar o pegar un grito ante la pasividad y 

el error por donde han dejado llevar sus sentimientos, solo con la ilusión y las 

palabras de tener mañana una paz, paz que queremos todos, si, pero ¿sin 

impunidad?. Por otro lado, las victimas no verán satisfactoriamente cumplido el 

derecho a una justa reparación integral, y por el contrario, las elocuentes 

verdades manipuladas que exteriorizan los victimarios, sumadas a una 

injusticia procesal, tienden a re victimizar a tales, dejando en letra muerta y en 

procedimientos infructuosos todas sus esperanzas de verse reparadas, 

dejándoles como ultimo remedio acudir ante instancias internacionales, con el 

fin de que sea este tribunal el ente administrador de justicia, ya que el propio 

que tenemos no es capaz de llevar a cabo un proceso justo, con verdad y con 

reparación, ya que están empecinados en lograr una buena imagen política sin 

observancia de las problemáticas de fondo, dejando a un lado a las miles y 

miles de víctimas que claman en un solo grito el acceso a la verdad, a la 

justicia y a la reparación, que por demás, son las proclamas de la decorosa Ley 

de reparación de victimas en el Estado. 
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